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       Número UEC/DJEC/M/39/2020. 

PALACIO LEGISLATIVO, A 5 DE FEBRERO DE 2020. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del 

Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de enero de 

2020. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes 

al mes de enero de 20201, se publicaron los siguientes criterios 

jurisprudenciales relevantes para la Unidad de Evaluación y Control: 
FISCALIZACIÓN SUPERIORUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN EL JUICIO DE AMPARO LOS ACTOS DE 

FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE JALISCO. NO LO TIENE EL 

PARTICULAR A QUIEN SE LE FINCA UN CRÉDITO FISCAL DERIVADO DE ÉSTOS (LEGISLACIÓN 

VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2017). 

INIC 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 37, 

SEXTO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

PROPORCIONALIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES. 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO PUEDE ALEGARSE EL CARÁCTER DE "RESERVADO" DE 

LAS AVERIGUACIONES PREVIAS CUANDO LA INVESTIGACIÓN VERSE SOBRE VIOLACIONES 

GRAVES DE DERECHOS FUNDAMENTALES O DELITOS DE LESA HUMANIDAD. 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RELACIÓN CON SUS LÍMITES CONSTITUCIONALES NO 

DEBE PLANTEARSE EN TÉRMINOS ABSOLUTOS. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SEGUIDOS EN FORMA DE JUICIO. LOS DOCUMENTOS 

QUE CONTIENEN EL RESULTADO DE LA VALORACIÓN PRACTICADA POR ESPECIALISTAS 

ADSCRITOS A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA QUE DAN SUSTENTO AL DICTADO DEL AUTO 

DE INICIO O A LA EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CORRESPONDIENTE, NO SON 

ACTOS DE AUTORIDAD. 

 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS EN EL PROCESO LEGISLATIVO. LOS DOCUMENTOS QUE SE HAYAN 

TENIDO EN CUENTA POR EL LEGISLADOR EN SU ELABORACIÓN, ÚNICAMENTE TIENEN UN 

EFECTO ORIENTADOR Y, POR ENDE, NO CONSTITUYEN UNA CONDICIÓN DE SU 

CONSTITUCIONALIDAD. 

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE 

ACTOS LEGISLATIVOS. 

                                                 
1 Los Semanarios se publicaron los días 3, 10, 17, 24 y 31 de enero de 2020. 
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CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA 

DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE 

ACORDAR SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL NO TRATARSE DE UN ACTO 

TRASCENDENTAL Y GRAVE QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO REPARABLE EN LA 

SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE SE ESTÉ ANTE UNA "ABIERTA OPORTUNIDAD PARA 

PROVEER". 

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO. OPORTUNIDAD DE SU OFRECIMIENTO CUANDO EL 

ACTO RECLAMADO ES NEGADO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 

JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES IMPROCEDENTE EL 

PROMOVIDO POR LA AUTORIDAD DEMANDANTE. 

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO INDIRECTO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE 

CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO CONTRA LAS MULTAS IMPUESTAS EN EL 

PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA PROTECTORA, SI NO SE DIRIGIERON A 

ELLA, SINO A SERVIDORES PÚBLICOS QUE LA ANTECEDIERON Y QUE YA NO EJERCEN LOS 

CARGOS QUE LAS ORIGINARON. 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

INFORME JUSTIFICADO EN AMPARO DIRECTO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS QUE LA 

AUTORIDAD RESPONSABLE TIENE PARA RENDIRLO, COMIENZA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE 

AL DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. 

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL 

ARTÍCULO 171, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA QUE LA ESTABLECE POR 

CONDICIONES DE POBREZA O MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS BASES 

CONSTITUCIONALES QUE RIGEN EL JUICIO DE AMPARO Y RAZONABLE DENTRO DEL 

PARÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL. 

AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. SI EL QUEJOSO OPTÓ 

POR AMPLIAR SU DEMANDA EN CONTRA DE LA RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, ES INNECESARIO AGOTAR EL PRINCIPIO DE 

DEFINITIVIDAD RESPECTO DE DICHO ACTO. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021381  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de enero de 2020 10:11 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.6o.A.26 A (10a.)  

 

INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN EL JUICIO DE AMPARO 
LOS ACTOS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO 
DE JALISCO. NO LO TIENE EL PARTICULAR A QUIEN SE LE FINCA UN 
CRÉDITO FISCAL DERIVADO DE ÉSTOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 
31 DE DICIEMBRE DE 2017). 
 

El procedimiento de auditoría pública tiene carácter externo, al practicarse de manera 

independiente y autónoma de cualquier otra forma de control, auditoría o fiscalización 

interna que puedan tener las autoridades auditables, de conformidad con el artículo 10 de 

la Ley de Fiscalización Superior y Auditoría Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

vigente hasta el 31 de diciembre de 2017; de ahí que si de la revisión de la cuenta pública 

practicada por la Auditoría Superior del Estado de Jalisco derivan observaciones a una 

entidad, como sujeto fiscalizable y auditable, debe entenderse que dicho procedimiento 

sólo afecta a ésta, al ser a quien se le podrían determinar responsabilidades y créditos 

fiscales, previa aprobación del informe final, en términos de los artículos 83 y 84 del 

mencionado ordenamiento. Por tanto, si con base en el procedimiento mencionado el ente 

auditado finca un crédito fiscal a un particular, esa circunstancia no le otorga a éste el 

interés jurídico o legítimo para reclamar en el juicio de amparo los actos de fiscalización, 

máxime que la Auditoría Superior no tiene facultad para intervenir en la determinación o 

ejecución de créditos fiscales fincados por las autoridades inspeccionadas a cargo de los 

particulares que no son sujetos de fiscalización, aun cuando tengan su origen en la revisión 

de la cuenta pública. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 494/2018. Hogares Sustentables, S.A. de C.V. 11 de septiembre de 2019. 

Mayoría de votos. Disidente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Ponente: Silvia Rocío Pérez 

Alvarado. Secretario: Alberto Aldrete Ramírez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021352  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de enero de 2020 10:04 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. LXXVIII/2019 (10a.)  

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
EL ARTÍCULO 37, SEXTO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA 
(ABROGADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN LA 
IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES. 
 

La sanción disciplinaria prevista por el legislador en el artículo 37 de la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), consistente en la 

inhabilitación de seis meses a un año, al servidor público que omita presentar sin causa 

justificada, dentro del plazo de sesenta días naturales siguientes a la conclusión del 

encargo, la declaración relativa, se sustenta en una relación razonable entre la gravedad 

de la falta y la sanción a aplicar. Ello es así, porque el artículo 14 de la citada legislación 

establece los parámetros que se deben tomar en cuenta para imponer la sanción que en 

su caso corresponda y el diverso 21 del mismo ordenamiento legal fija el procedimiento a 

seguir para tal efecto; por ello, se considera que al existir los elementos necesarios para 

sancionar la conducta correspondiente, el artículo 37, sexto párrafo, de la ley mencionada 

no viola el principio de proporcionalidad en la imposición de las sanciones, contenido en el 

artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior 

a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo directo en revisión 1663/2019. Josefina América López Pérez. 9 de octubre de 2019. 

Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 

Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: 

Zara Gabriela Martínez Peralta. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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 INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021412  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de enero de 2020 10:18 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P. I/2019 (10a.)  

 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO PUEDE ALEGARSE EL CARÁCTER DE 
"RESERVADO" DE LAS AVERIGUACIONES PREVIAS CUANDO LA 
INVESTIGACIÓN VERSE SOBRE VIOLACIONES GRAVES DE DERECHOS 
FUNDAMENTALES O DELITOS DE LESA HUMANIDAD. 

 
El artículo 14 de la abrogada Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental, establece los supuestos en los cuales la información se considera 

reservada, entre ellos, las averiguaciones previas. Sin embargo, el último párrafo de dicho 

precepto señala que no puede invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la 

investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa 

humanidad. Sobre esta excepción, es importante precisar que su justificación reside en la 

vertiente social del derecho a la información y en su carácter instrumental frente al goce 

de otros derechos humanos, en tanto que esta dimensión colectiva del derecho impacta 

directamente en el ejercicio y control democrático del poder, teniendo como su eje 

fundamental precisamente el interés general que reviste el conocimiento sobre 

determinada información. Desde esta perspectiva, tratándose de investigaciones sobre 

violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad, el derecho de 

acceso a la información debe prevalecer sobre la tutela que conlleva la reserva de las 

averiguaciones previas pues, por un lado, se afectan bienes de tal relevancia y con tal 

intensidad que el perjuicio trasciende de la esfera individual de la persona directamente 

afectada para constituirse como una afectación a la sociedad como un todo y, además, 

porque su conocimiento permite el ejercicio de un control y escrutinio por parte de la 

sociedad respecto al cumplimiento de las obligaciones a cargo del Estado ante este tipo 

de violaciones y delitos, estableciéndose así una relación instrumental frente a otros 

derechos humanos, al instituirse el derecho de acceso a la información como una garantía 

para su protección. 

 

PLENO 

 

Amparo en revisión 661/2014. Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de 

Derecho, A.C. 4 de abril de 2019. Mayoría de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando 

Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
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Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán, 

respecto del estudio de los agravios correspondientes; votó en contra del sentido, pero a 

favor de las consideraciones contenidas en esta tesis: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 

 

El Tribunal Pleno, el cinco de diciembre en curso, aprobó, con el número I/2019 (10a.), la 

tesis aislada que antecede. Ciudad de México, a cinco de diciembre de dos mil 

diecinueve. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021468  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020 10:25 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. VI/2020 (10a.)  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS EN EL PROCESO LEGISLATIVO. LOS 
DOCUMENTOS QUE SE HAYAN TENIDO EN CUENTA POR EL LEGISLADOR EN 
SU ELABORACIÓN, ÚNICAMENTE TIENEN UN EFECTO ORIENTADOR Y, POR 
ENDE, NO CONSTITUYEN UNA CONDICIÓN DE SU CONSTITUCIONALIDAD. 
 

Los documentos que se hayan tenido en cuenta dentro de un proceso legislativo (como el 

impacto recaudatorio y la memoria de cálculo), no pueden generar su violación, ya que 

son independientes de lo razonado por el legislador en el proceso respectivo y, además, 

porque lo expuesto por él en la exposición de motivos, si bien es una herramienta para el 

juzgador, no es indispensable para justificar la creación de una norma. De ahí que, no 

obstante que se llegaran a incorporar esos documentos en dicha exposición, su efecto 

únicamente sería orientador, y no como una condición de su constitucionalidad, ya que, 

en todo caso, el análisis constitucional de la norma que realice el juzgador se basa en sus 

méritos, frente al texto de la Constitución Federal, con motivo de los cuestionamientos que 

de esa índole haga valer el quejoso. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 753/2018. Bueno Alimentos, S.A. de C.V. 3 de mayo de 2019. Mayoría de 

tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández y Juan Luis González 

Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 

Castañón Ramírez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021541  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.1o.C.9 K (10a.)  

 

RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE EL 
INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, CONTRA 
LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACORDAR SOBRE LAS PRUEBAS 
OFRECIDAS, AL NO TRATARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE QUE 
PUEDA CAUSARLE PERJUICIO NO REPARABLE EN LA SENTENCIA 
DEFINITIVA, SALVO QUE SE ESTÉ ANTE UNA "ABIERTA OPORTUNIDAD 
PARA PROVEER". 
 

De conformidad con el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, el recurso de 

queja procede contra las resoluciones que se dicten durante la tramitación del juicio que 

no admitan expresamente el recurso de revisión y que por su naturaleza trascendental o 

grave puedan causar perjuicio alguno a las partes, no reparable en la sentencia definitiva. 

Así, por regla general, cuando una de las partes reclama exclusivamente la omisión del Juez 

de Distrito de proveer sobre sus pruebas ofrecidas, el acto recurrido no puede subsumirse a 

esa hipótesis jurídica. Esto, pues dadas las condiciones procesales necesarias el Juez de 

Distrito estaría en posibilidad de pronunciarse sobre su admisión o no y, en su caso, de 

suceder esto último, estar en aptitud de interponer el recurso de queja correspondiente 

para que el Tribunal Colegiado de Circuito analice la legalidad de dicha decisión, 

conforme a la jurisprudencia P./J. 37/97, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de rubro: "PRUEBAS. SU DESECHAMIENTO EN UN JUICIO DE AMPARO, MEDIANTE AUTO 

DICTADO POR UN JUEZ DE DISTRITO ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, ES 

IMPUGNABLE EN QUEJA Y NO EN REVISIÓN.". No obstante, si el Tribunal Colegiado de Circuito 

advierte del escrito del recurso de queja, del auto recurrido o de las constancias, que se 

está ante una "abierta oportunidad para proveer" sobre los medios probatorios ofrecidos, 

entonces sí será procedente el recurso de queja, y deberá considerarse una actuación de 

naturaleza trascendental y grave que puede causar perjuicio a una de las partes, y 

convertirse en un obstáculo procesal que impida el acceso a la justicia, el derecho de 

defensa, recurso judicial efectivo o dilate injustificadamente la culminación de este medio 

de control constitucional que debe ser expedito para la protección de los derechos 

fundamentales de los gobernados. Situación que se presenta cuando la autoridad 

responsable ya rindió su informe justificado, se integró la litis; se difirió la primera fecha 

señalada para la audiencia constitucional, donde generalmente ya se ofertó la totalidad 
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del material probatorio. Y, por su parte, el juzgador omite proveer la petición de admisión, 

sin motivación alguna. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Queja 147/2019. Punto Vertical S.A. Promotora de Inversión de C.V. 26 de junio de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Martha Leticia Muro Arellano. Secretario: Antonio Rodrigo 

Mortera Díaz. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 37/97 citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, junio de 1997, página 87, 

con número de registro digital: 198409. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021347  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de enero de 2020 10:04 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XXVII.1o.7 K (10a.)  

 

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO. OPORTUNIDAD DE SU OFRECIMIENTO 
CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES NEGADO POR LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE. 
 

Desde que se presenta la demanda, el quejoso debe estar preparado para demostrar la 

existencia del acto reclamado y su inconstitucionalidad, sobre todo en aquellos casos en 

que éste no le resulta desconocido, al exponer en la demanda sus particularidades; sin que 

con ello se desconozca que la negativa del acto por parte de la autoridad responsable, 

genera una consecuencia específica para el quejoso, pues le irroga la carga probatoria 

para acreditar su existencia. De ahí que se justifique que cuente con la posibilidad de 

aportar las pruebas que estime pertinentes, respecto de lo cual, el artículo 119 de la Ley de 

Amparo, incluso regula la oportunidad con que deben ofrecerse la pericial, la testimonial y 

la inspección judicial, que guarda correlación con la fecha señalada para la audiencia 

constitucional, y una excepción aplicable cuando se trate de hechos que no hayan podido 

ser conocidos por las partes con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas. Ahora bien, 

si la autoridad se limita a negar el acto que se le reclama, en realidad no está aportando 

hechos o constancias novedosas, que no fueran del conocimiento del justiciable; por el 

contrario, sólo fija su postura, respecto de lo alegado en la demanda; por lo que en este 

caso no opera la excepción antes referida, para el ofrecimiento de las pruebas que 

requieren preparación, cuando la intención del oferente es acreditar el acto, con base en 

los hechos que eran de su conocimiento desde la presentación de la demanda, ya que 

debió ofrecer las que tuviera a su alcance, en un procedimiento en el que se privilegia su 

expeditez y se le brinda una amplia posibilidad de probar; sin que la consecuencia legal de 

presumir cierto el acto reclamado cuando la autoridad no rinde su informe justificado, sea 

una regla general a la que deba sujetar su oferta probatoria, sino un caso de excepción, 

que se reglamentó para hacer funcional un juicio de control constitucional, en un país en 

donde debe prevalecer el Estado de Derecho y en el que los actos de las autoridades se 

presumen constitucionales y de buena fe. En tal virtud, en supuestos como el que se refiere, 

no es dable supeditar la oportunidad en el ofrecimiento de pruebas, a uno diverso, como 

es la distribución de las cargas probatorias sobre la comprobación de la existencia del acto 

reclamado, si desde el escrito de demanda se externan las particularidades de éste, con 

base en hechos que el quejoso alega de su pleno conocimiento, y son precisamente los 

que se pretenden acreditar con el ofrecimiento de las pruebas; por ello, no se justifica su 

ofrecimiento inoportuno, bajo el argumento de que se pretende desvirtuar la negativa del 
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acto reclamado contenida en el informe justificado. Lo que no se contrapone con la 

jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 

"INFORME JUSTIFICADO NEGATIVO.", ya que en dicho criterio, si bien es cierto que se 

reconoce la posibilidad de desvirtuar en la audiencia constitucional la negativa del acto 

reclamado, también lo es que no permite que se lleve a cabo mediante el ofrecimiento 

inoportuno de las pruebas que se estimen pertinentes para tal finalidad. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Queja 123/2019. Jesús Gualberto Sánchez Pool. 27 de junio de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Dávila Gaona. Secretario: Édgar Alan Paredes García. 

 

Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción 

de tesis 487/2019, pendiente de resolverse por la Segunda Sala. 

 

La tesis de jurisprudencia citada, aparece publicada con el número 285 en el Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación 1917–septiembre de 2011, Tomo II, Procesal 

Constitucional 1. Común, Primera Parte–SCJN Segunda Sección–Improcedencia y 

sobreseimiento, página 306, con número de registro digital: 1002351. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021482  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020 10:25 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: VII.2o.A.6 A (10a.)  

 

JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE 
LESIVIDAD. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORIDAD 
DEMANDANTE. 
 

El artículo 7o., primer párrafo, de la Ley de Amparo establece que la Federación, los Estados, 

el Distrito Federal (actualmente Ciudad de México), los Municipios o cualquier persona 

moral pública podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o 

representantes que señalen las disposiciones aplicables, cuando una norma general, acto 

u omisión los afecten en su patrimonio, pero limita esa posibilidad al caso en que el daño 

se dé en relaciones jurídicas en las que se encuentren en un plano de igualdad con los 

particulares. Por otra parte, de los artículos 3o., fracción II, inciso b), 13, fracción III y 67, 

fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como 3, 

último párrafo y 34, penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa se advierte que para la promoción del juicio de lesividad es necesaria la 

existencia de una autoridad, única facultada para hacer uso de ese mecanismo de control 

de legalidad, con el que se busca la nulidad de una resolución favorable a un particular, 

en aras de la protección del orden jurídico y del interés público, lo que evidencia que quien 

lo inste no actúa en un plano de igualdad con los particulares. En consecuencia, contra la 

resolución dictada por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa en un juicio de lesividad, 

el juicio de amparo directo promovido por la autoridad demandante es improcedente, 

pues su actuación en ese proceso jurisdiccional implica el ejercicio de una potestad 

exclusivamente reservada a las autoridades y la afectación patrimonial que, en todo caso, 

pudiera darse, no derivaría de una relación de igualdad con los particulares. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 144/2019. Instituto Veracruzano de la Vivienda. 26 de septiembre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Secretario: Salvador Pazos 

Castillo. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Registro: 2021349  
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Materia(s): (Común)  

Tesis: II.3o.P.18 K (10a.)  

 

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO INDIRECTO. LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO CONTRA 
LAS MULTAS IMPUESTAS EN EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE LA 
SENTENCIA PROTECTORA, SI NO SE DIRIGIERON A ELLA, SINO A 
SERVIDORES PÚBLICOS QUE LA ANTECEDIERON Y QUE YA NO EJERCEN LOS 
CARGOS QUE LAS ORIGINARON. 
 

Si bien el recurso de inconformidad es el medio de defensa idóneo para que la autoridad 

responsable pueda impugnar las multas impuestas por la autoridad de amparo en el 

procedimiento de ejecución de la sentencia protectora, lo cierto es que esto sólo es factible 

cuando lo interponen los propios servidores públicos a quienes se les impusieron aquéllas, 

por sí o por conducto de sus delegados, ya que la multa no afecta los derechos 

patrimoniales de la persona moral oficial ni de los servidores públicos que ejercen en ese 

momento los cargos, sino a las personas físicas a quienes les fueron impuestas en su carácter 

de servidores públicos; por tanto, sólo estos últimos tienen legitimación para controvertir ese 

tipo de decisiones. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 

Amparo 12/2019. 30 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Antonio 

Santibáñez Camarillo, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 

del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. 

Secretario: Julio Paredes Salazar. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INFORME JUSTIFICADO EN AMPARO DIRECTO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS 
QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE TIENE PARA RENDIRLO, COMIENZA A 
PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. 
 

De la interpretación del primer párrafo del artículo 178 de la Ley de Amparo, en relación 

con los diversos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos –que 

prevén el principio de interpretación más favorable a la persona y el derecho de acceso a 

la impartición de justicia pronta y expedita– deriva que, por regla general, el plazo de cinco 

días que la responsable tiene para dar cumplimiento a sus fracciones I, II y III, comienza a 

partir del día siguiente al de la presentación de la demanda de amparo directo, lo que 

implica que la autoridad responsable emplace a las partes, rinda su informe con 

justificación y remita la demanda al Tribunal Colegiado de Circuito con la mayor celeridad 

posible; sin embargo, cuando la autoridad responsable se encuentre materialmente 

imposibilitada para recabar las constancias de traslado dentro del referido plazo, debe 

realizar las diligencias necesarias para obtenerlas en el menor lapso posible, en el entendido 

de que una vez que cuente con ellas habrá de rendir su informe inmediatamente, en el que 

expresará las causas que motivaron la dilación en la remisión de la demanda y de las 

constancias correspondientes, debiendo recabar los documentos que sustentan estos 

argumentos, con el objeto de que el Presidente del respectivo Tribunal Colegiado de 

Circuito, al proveer sobre la demanda, determine si la respuesta se apega al marco legal 

aplicable o, de lo contrario, debe imponer la multa prevista en el diverso artículo 260, 

fracción IV, de la Ley de Amparo.  

 

PLENO 

 

Contradicción de tesis 116/2019. Entre las sustentadas por el Décimo Primer Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 22 de octubre de 2019. Unanimidad de nueve 

votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando 

Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 

Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea. Ausente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Javier Laynez Potisek. 

Secretaria: Elizabeth Miranda Flores. 

 



                               Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 
Unidad de Evaluación y Control 

Dirección Jurídica para la Evaluación y Control 

 
“LXIV Legislatura de la Paridad de Género” 

 “2020, Año de Leona Vicario, Benemérita Madre de la Patria " 

 
Tesis contendientes: 

 

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el 

amparo directo 246/2018, el cual dio origen a la tesis número IV.1o.A.12 K (10a.), de título y 

subtítulo: "AMPARO DIRECTO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO 178, 

PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY DE LA MATERIA PARA QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE RINDA 

EL INFORME CON JUSTIFICACIÓN, ACOMPAÑADO DE LA DEMANDA, LOS AUTOS DEL JUICIO 

DE ORIGEN CON SUS ANEXOS Y LA CONSTANCIA DE TRASLADO A LAS PARTES, DEBE 

COMPUTARSE A PARTIR DE QUE EL EXPEDIENTE ESTÉ DEBIDAMENTE INTEGRADO.", publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de octubre de 2018 a las 10:15 horas 

y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 59, Tomo III, 

octubre de 2018, página 2169, con número de registro digital: 2018034, y 

 

El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el 

recurso de reclamación 3/2019, el cual dio origen a la tesis aislada número I.11o.T.2 K (10a.), 

de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO. EL PLAZO DE CINCO DÍAS ESTABLECIDO POR EL 

ARTÍCULO 178, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY DE LA MATERIA PARA QUE LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE RINDA EL INFORME CON JUSTIFICACIÓN, ANEXANDO LA DEMANDA, LOS 

AUTOS DEL JUICIO DE ORIGEN ASÍ COMO LAS CONSTANCIAS DE TRASLADO A LAS PARTES, 

CORRE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA.", publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas 

y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo IV, 

agosto de 2019, página 4388, con número de registro digital: 2020396. 

 

El Tribunal Pleno, el cinco de diciembre en curso, aprobó, con el número 18/2019 (10a.), la 

tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a cinco de diciembre de dos mil 

diecinueve. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 

de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 16/2019. 
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EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA 
MATERIA QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE POBREZA O 
MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS BASES CONSTITUCIONALES QUE 
RIGEN EL JUICIO DE AMPARO Y RAZONABLE DENTRO DEL PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD CONSTITUCIONAL. 
 

El precepto citado, en su primer párrafo, establece que al reclamarse la sentencia 

definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones 

procesales, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del 

juicio, mediante el recurso o medio de defensa que prevea la ley ordinaria respectiva. Por 

su parte, el párrafo segundo de dicho artículo establece algunos supuestos adicionales de 

excepción al principio de definitividad a los previstos en el artículo 107 de la Constitución 

Federal, que establece las bases constitucionales que rigen el juicio de amparo, entre ellos, 

el relativo a los asuntos en los que se ventilen derechos de quienes por sus condiciones de 

pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja para emprender un juicio, 

excepción que resulta acorde con dichas bases y es razonable dentro del parámetro de 

regularidad constitucional, pues el artículo 107, párrafo primero, constitucional, estableció 

una delegación de origen al Poder Legislativo para que emitiera la legislación 

reglamentaria de amparo, orientando su actuación a los principios y las bases contenidos 

en el propio texto constitucional, los cuales no se encuentran comprometidos, esto 

considerando que la constitucionalidad de una norma secundaria no depende de que su 

contenido esté previsto expresamente en la Constitución, sino de que respete los principios 

que inspiraron la incorporación en su texto. Adicionalmente, el artículo 171, párrafo 

segundo, de la Ley de Amparo, es razonable de acuerdo con el derecho a una tutela 

judicial efectiva previsto en el artículo 17 de la Constitución Federal, pues a través de la 

excepción al principio de definitividad por condiciones de pobreza o marginación se 

consolida la protección de quienes no pueden ejercer sus derechos por encontrarse en 

desventaja. 

 

PRIMERA SALA 
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Amparo directo en revisión 1824/2019. Bluestream Capital, S.A.P.I. de C.V. 25 de septiembre 

de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 

Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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Época: Décima época  

Registro: 2021426 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de enero de 2020 10:18 h 

Materia(s): Administrativa  

Tesis: I.1o.A.229 A (10a.)  

 

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SEGUIDOS EN FORMA DE JUICIO. 
LOS DOCUMENTOS QUE CONTIENEN EL RESULTADO DE LA VALORACIÓN 
PRACTICADA POR ESPECIALISTAS ADSCRITOS A LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA QUE DAN SUSTENTO AL DICTADO DEL AUTO DE INICIO O A LA 
EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CORRESPONDIENTE, NO SON 
ACTOS DE AUTORIDAD. 
 

En concordancia con lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación al emitir la jurisprudencia 2a./J. 81/2010, de rubro: "DICTAMEN TÉCNICO EN 

MATERIA ADUANERA. LA AUTORIDAD QUE LO RINDE NO ESTÁ OBLIGADA A FUNDAR SU 

COMPETENCIA.", los documentos que contienen el resultado de la valoración practicada 

por especialistas adscritos a la administración pública, como dictámenes, opiniones 

técnicas o evaluaciones, que dan sustento al dictado del auto de inicio o a la emisión de 

la resolución definitiva en los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, 

son medios de prueba y no actos de autoridad, pues con independencia de que deriven 

de la solicitud formulada por la autoridad administrativa a las áreas de adscripción de los 

especialistas o sean resultado de evaluaciones cuya práctica periódica ordena la ley, 

tienen como finalidad preconstituir pruebas para orientar el criterio de la resolutora y formar 

convicción en aspectos cuya percepción o entendimiento está relacionado con reglas 

técnicas o científicas de la experiencia especializada, estando la autoridad administrativa 

en aptitud de otorgar o negar valor probatorio a lo expuesto por quien suscribe el 

documento en su carácter de experto en determinada materia. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 360/2019. Digital Guru, S.A. de C.V. 21 de agosto de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. Secretaria: Paola Montserrat Guevara Arceo.  

 

Amparo en revisión 356/2019. Manuel Gil Pineda. 2 de octubre de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Julio Humberto Hernández Fonseca. Secretario: José de Jesús Alcaraz 

Orozco.  
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 81/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, junio de 2010, página 

261, con número de registro digital: 164474. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima época 

Registro: 2021411 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Publicación: viernes 17 de enero de 2020 10:18 h 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: P. II/2019 (10a.)  

 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RELACIÓN CON SUS LÍMITES 
CONSTITUCIONALES NO DEBE PLANTEARSE EN TÉRMINOS ABSOLUTOS. 
 

 

La clasificación de la información como reservada corresponde al desarrollo del límite 

previsto en el artículo 6o. constitucional referente a la protección del interés público, 

mientras que la categoría de información confidencial responde a la necesidad de 

proteger la vida privada de las personas y sus datos personales. Desde esta perspectiva, 

resulta necesario entender que la relación entre el derecho a la información y sus límites, en 

cuanto se fundamentan en otros bienes constitucionalmente tutelados, no se da en 

términos absolutos de todo o nada, sino que su interacción es de carácter ponderativo, en 

la medida en que la natural tensión que pueda existir entre ellos, requiere en su aplicación 

un equilibrio necesario entre el ejercicio efectivo del derecho a la información y la indebida 

afectación de otro tipo de bienes y valores constitucionales que están instituidos también 

en beneficio de las personas. Es por ello que si se reconoce que ningún derecho humano 

tiene el carácter de absoluto, entonces debe igualmente reconocerse que ninguno de sus 

límites puede plantearse en dichos términos, por lo que la relación entre ambos extremos 

debe plantearse en los mismos términos de equilibrio. 

 

PLENO 

 

Amparo en revisión 661/2014. Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de 

Derecho, A.C. 4 de abril de 2019. Mayoría de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando 

Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 

Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán, 

respecto del estudio de los agravios correspondientes; votó en contra del sentido, pero a 

favor de las consideraciones contenidas en esta tesis: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez.  

 

El Tribunal Pleno, el cinco de diciembre en curso, aprobó, con el número II/2019 (10a.), la 

tesis aislada que antecede. Ciudad de México, a cinco de diciembre de dos mil 

diecinueve.  
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Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima época 

Registro: 2021401 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Publicación: viernes 17 de enero de 2020 10:18 h 

Materia: Común  

Tesis: P./J. 15/2019 (10a.)  

 

AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. SI EL 
QUEJOSO OPTÓ POR AMPLIAR SU DEMANDA EN CONTRA DE LA RESPUESTA 
EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE DURANTE EL TRÁMITE DEL 
JUICIO, ES INNECESARIO AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
RESPECTO DE DICHO ACTO. 
 

 

Si en el juicio de amparo promovido originalmente por violación al derecho de petición la 

autoridad responsable emite respuesta durante su trámite y el quejoso opta por ampliar su 

demanda, derivado de la vista que el juzgador de amparo le dio con el informe con 

justificación, es innecesario agotar el principio de definitividad respecto de dicha respuesta, 

pues válidamente se pueden controvertir las violaciones a derechos humanos que el 

quejoso considere le causa el nuevo acto, las cuales deben analizarse como integrantes 

de la litis constitucional bajo los principios de concentración y economía procesal, previstos 

en el artículo 17 de la Constitución Federal. Este criterio halla su racionalidad en que, al 

tratarse de una ampliación de la demanda, el acto en contra del cual se extiende la acción 

de amparo era desconocido por el quejoso cuando promovió el juicio constitucional, 

máxime que la respuesta de la autoridad surge durante su trámite y tuvo conocimiento de 

ella con motivo de la exhibición del informe con justificación. De ahí que obligar a que se 

agote el principio de definitividad redundaría en un retardo injustificado en la impartición 

de justicia, porque el juzgador federal ya cuenta con los elementos necesarios para verificar 

la regularidad constitucional del nuevo acto reclamado; sin que lo anterior implique que el 

tribunal de amparo se encuentre impedido para decretar el sobreseimiento con base en la 

existencia de alguna otra causal de improcedencia del juicio distinta a la de no agotar el 

principio de definitividad, máxime cuando el estudio sobre la procedencia de la acción de 

amparo es de orden público. 

 

PLENO 

 

Contradicción de tesis 4/2019. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Colegiado de 

Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 

Estado de México y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 

Vigésimo Primer Circuito. 15 de octubre de 2019. Mayoría de siete votos de los Ministros 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Luis María Aguilar 
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Morales, Norma Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea; votaron en contra: Yasmín Esquivel Mossa y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Juan Luis González 

Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.  

 

Tesis contendientes:  

 

El Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 

residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, al resolver el amparo en revisión 

64/2018, el cual dio origen a la tesis aislada número (I Región)7o.1 K (10a.), de título y 

subtítulo: "AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. SI DE LA 

RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN SU INFORME JUSTIFICADO, SE 

ADVIERTE UN NUEVO ACTO VINCULADO CON LA VIOLACIÓN RECLAMADA, EL QUEJOSO 

DEBE AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, AUN CUANDO SE LE HAYA DADO VISTA PARA 

QUE AMPLÍE SU DEMANDA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 

viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo II, diciembre de 2018, página 1061, con 

número de registro digital: 2018554, y  

 

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, 

al resolver el amparo en revisión 568/2017, el cual dio origen a la tesis aislada número 

XXI.1o.P.A.12 K (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL 

DERECHO DE PETICIÓN. NO SE ACTUALIZA SU IMPROCEDENCIA POR NO AGOTARSE EL 

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD RESPECTO DE LA RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE AL RENDIR SU INFORME JUSTIFICADO, SI SE ADMITIÓ LA AMPLIACIÓN DE LA 

DEMANDA EN SU CONTRA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 

15 de junio de 2018 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 2936, con número de registro digital: 

2017143.  

 

El Tribunal Pleno, el cinco de diciembre en curso, aprobó, con el número 15/2019 (10a.), la 

tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a cinco de diciembre de dos mil 

diecinueve. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 

de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021455  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020 10:25 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 4/2020 (10a.)  

 

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO 
RESPECTO DE ACTOS LEGISLATIVOS. 
 

La figura de mérito, en relación con el tipo de actos referidos, debe invocarse bajo la 

perspectiva de irretroactividad de las normas consagrada en el artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque pretender tutelar meras 

expectativas de derecho contra los actos legislativos equivaldría a la congelación del 

derecho, a su inmovilización total o parcial y el consecuente cierre definitivo a los cambios 

sociales, políticos o económicos, lo cual sería contrario al Estado de derecho democrático 

y a la facultad que, en éste, tiene el legislador de ajustar la norma a las cambiantes 

necesidades de la sociedad y de la realidad. Además, específicamente en el ámbito 

tributario, su diseño por vía de leyes es facultad del Congreso de la Unión y, por ende, 

conlleva un margen amplio de libertad de configuración, de modo que no existe un 

derecho constitucionalmente tutelado para que el sistema tributario permanezca 

inmodificable y estático, sino por el contrario resulta indispensable para el poder público 

adaptar la normativa fiscal al contexto económico, tanto nacional e internacional, así 

como a las necesidades públicas. Aunado a ello, la modificación de las normas tributarias 

tiene, por regla general, un fin de interés público que es preponderante al interés particular 

de cada contribuyente, pues con base en el principio de generalidad tributaria se tutela el 

interés del Estado en la percepción de ingresos, que es un interés público encaminado a 

atender necesidades sociales relevantes con amplio respaldo o tutela constitucional, así 

como la necesidad de basar la contribución de los ciudadanos para sostener los gastos 

públicos en criterios de solidaridad. Por tanto, la confianza legítima no tiene el alcance de 

oponer al legislador meras expectativas de derecho para cuestionar la regularidad 

constitucional de los actos en los que se determina el establecimiento, modificación o 

supresión de regulaciones en materia de contribuciones, debido a la imposibilidad del 

contribuyente de contar con la esperanza de que una tasa, tarifa e incluso un régimen de 

tributación permanezcan inmodificables hacia el futuro. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. Cinco 

votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 

Joel Isaac Rangel Agüeros. 
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Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de 

los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 

Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 

Joel Isaac Rangel Agüeros. 

 

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 

Joel Isaac Rangel Agüeros. 

 

Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre de 2019. 

Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 

Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de algunas consideraciones 

José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 

concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  

 

Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 

2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 

Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José 

Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 

concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora. 

 

Tesis de jurisprudencia 4/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada del quince de enero de de dos mil veinte. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 

de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 16/2019. 

 


